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Exp. 1001/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 1001/2022/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: SECRETARIO DE SEGURIDAD Y PROTECCION CIUDADANA; DIRECTOR GENERAL DE POLICIA VIAL Y MOVILIDAD; AMBAS DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI.

                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., once de mayo del dos mil veintitrés. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1001/2022/2, promovido por el C. **********, señalando como autoridades demandadas, al Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana del Ayuntamiento de San Luis Potosí, y otra.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el trece de octubre del dos mil veintidós, el C. **********, por propio derecho, promovió demanda de juicio contencioso administrativo señalando como autoridad demandada al Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana del Ayuntamiento de San Luis Potosí y al Director General de Policía Vial y Movilidad del mismo Ayuntamiento, y como acto reclamado la emisión y aplicación de las boletas de infracción siguientes:

“a) Folio **********, placa **********, de fecha 11 de junio de 2007.

b) Folio **********, placa **********, de fecha 23 de junio de 2008.

b) Folio **********, placa **********, de fecha 03 de diciembre de 2016.”

II.- A través del acuerdo de veintiuno de octubre del dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda promovida por el hoy actor en contra de las enjuiciadas, por los actos precisados en el Resultando anterior; ordenándose correr el traslado correspondiente a esa demanda –y sus anexos- para que contestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes, solicitando además, que adjuntaran a su contestación el original y/o copia certificada de las boletas de infracción impugnadas, debido a que la actora manifestó desconocer las mismas, así como también para estar en aptitud de pronunciarse respecto de la suspensión solicitada.
Asimismo, se precisó que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69, fracción II y 70, segundo y tercer párrafos del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la accionante por ofreciendo las pruebas que refirió en su escrito inicial de demanda, de las que se reservó su admisión para el momento que se proveyera sobre la contestación de la demanda.

III.- En el proveído de dieciocho de octubre del dos mil veintiuno, se dio cuenta con los oficios y sus anexo, firmados respectivamente por el **********, en su carácter de Director General de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí y por el Lic. Psic. Cmdte. **********, en su carácter de Director General de Policía Vial y Movilidad del citado Ayuntamiento; recibidos en la oficialía de partes de este Tribunal el quince de noviembre de dos mil veintidós; visto el contenido del mismo, se tuvo a las citadas autoridades comparecientes, por contestada la demanda, ordenándose correr traslado del oficio contestatorio y sus anexos a la parte accionante para los efectos legales correspondientes. 

Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las que se relacionan a continuación:

A LA PARTE ACCIONANTE:
·  Copia fotostática simple de la credencial para votar expedida por el Instituto Federal Electoral.

· Copia certificada de las boleta de infracción impugnadas, remitidas por el Director General de Policía Vial y Movilidad del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.

· La instrumental de actuaciones.
A las autoridades demandadas se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

· Copia certificada de sus nombramientos respectivamente.
· Copia certificada de las boletas de infracción con folios **********, que exhibió anexas a su contestación el Director General de Policía Vial y Movilidad del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.
· La instrumental de actuaciones; 

· Presuncional lógica, legal y humana
Por otra parte, debido a que el actor del juicio en su escrito inicial de demanda señaló que desconocer en su entereza las boletas de infracción impugnadas, y por su parte el Director General de Policía Vial y Movilidad del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, exhibió anexas a su contestación copia certificada de las boletas de infracción con folios **********; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que ampliara su demanda, apercibida que en caso de no hacerlo, en tiempo y forma, se declararía precluido su derecho.
IV.- En el proveído de primero de marzo del dos mil veintitrés, se tuvo a la parte actora por no promoviendo ampliación de demanda dentro del término de diez días hábiles concedido en el acuerdo dictado en fecha veintitrés de enero de dos mil veintitrés, por lo que se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el referido proveído, y se le tuvo por precluído su derecho para ampliar la demanda; en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala el Código Procesal Administrativo.

Asimismo se fijaron las trece horas con treinta minutos del veintiocho de marzo del dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado, resaltando que debido al fenómeno de salud pública que existe en la república mexicana, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) como también que las pruebas a desahogar en la audiencia final eran meramente documentales la audiencia final se celebraría sin la asistencia de las partes. 
V.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda y de contestación; asimismo se hizo una relación de las constancias de autos, señalando las pruebas documentales ofrecidas por las partes y se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes ofrecidas y admitidas en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida el secretario de Acuerdos hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; finalmente se citó para resolver en definitiva el presente asunto.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo, conforme a lo dispuesto por los artículos 116, segundo párrafo, fracción V, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

El interés jurídico de la parte accionante, queda acreditado con base a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que se acredito que las boletas impugnadas–visibles en el folio 18, 19 y 20 de autos- con motivo de “falta de licencia”, “por estacionarse en lugar prohibido”, “circular manipulando equipo de comunicación”; se encuentran dirigidas al hoy actor ********** como infractor y propietario del vehículo sobre el cual recayó la infracción.

Tocante a las autoridades demandadas compareció a dar contestación el **********, en su carácter de Director General de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí y el Lic. Psic. Cmdte. **********, en su carácter de Director General de Policía Vial y Movilidad del citado Ayuntamiento, quienes para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibieron copia certificada de su nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a fojas 17 y 25 de autos.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo es determinar la legalidad o ilegalidad de las boletas de infracción identificadas con el número de folio **********, así como sus consecuencias.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido se advierte que las diversas autoridades demandadas, Director General de Policía Vial y Movilidad de la Secretaria de Seguridad Pública y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, así como también el Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí,  al producir su contestación de demanda, invocaron las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas por la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los numerales 231 párrafo primero y 239 fracción I, de mismo ordenamiento, que basan en que la autoridad que representan no tuvieron intervención alguna con el acto que se impugna, por lo que procede el sobreseimiento. 

Respecto a lo anterior, es menester señalar que es inexacto lo aseverado por las diversas enjuiciadas, dado que se desprende del acto impugnado, que si bien es cierto que no tuvieron intervención directa con el acto administrativo impugnado, ya que no actuaron como autoridad ordenadora, ni emitieron las mismas, también lo es que el Policía Vial que emitió la boleta de infracción que constituye el acto impugnado, es un elemento activo que actúa bajo su dirección, según lo establece la normatividad aplicable, en los numerales 8º, 9º fracción III, 12 fracción VII y 15 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, razón por la cual no es procedente dicha causal.

Por tanto, de acuerdo  a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.
QUINTO.- Los agravios que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se encuentran localizados en la foja 03 del expediente en que se actúa, que por economía procesal, se tienen por aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:
Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- A juicio de la suscrita Magistrada de esta Segunda Sala Unitaria, el acto impugnado resulta ilegal por una indebida fundamentación de la competencia de la Autoridad emisora.

De acuerdo a lo que dispone el penúltimo párrafo del artículo 250 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, son de orden público y por ende de estudio oficioso como causa de ilegalidad, tanto la competencia de la autoridad como la ausencia absoluta de fundamentación y motivación.

Ahora bien, para conocer el alcance de la de la facultad que confiere dicha disposición, resulta útil la Tesis de Jurisprudencia de rubro: “COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.”, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que interpretó el artículo 238 penúltimo párrafo del Código fiscal de la federación, y el artículo 51 penúltimo párrafo de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, dos disposiciones del mismo contenido normativo que el artículo 250 penúltimo párrafo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

A continuación se transcribe la Tesis de Jurisprudencia citada:

 “COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.- El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.- Contradicción de tesis 148/2007-SS.- Segunda Sala.”

Del contenido de la Tesis de Jurisprudencia, se advierte, que la Suprema Corte de Justicia de la Nación funcionando en su Segunda Sala, determina que el sentido de la disposición, es que el estudio de la competencia es obligatorio, y que comprende diversos aspectos como  la ausencia de fundamentación, la indebida fundamentación, y la insuficiente fundamentación; y que en todo caso, ante la falta de un pronunciamiento expreso, se debe entender, que se consideró que la autoridad era competente.

En ese orden de ideas, acorde a lo que dispone el artículo 250 penúltimo párrafo, esta Tercera Sala del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa está obligada al análisis de la competencia de las autoridades emisoras del acto impugnado; estudio que debe comprender diversos aspectos, como los son la ausencia, la indebida y la insuficiente, fundamentación de la competencia de la autoridad que emitió el acto impugnado.

Conforme a lo anterior, y atendiendo a que la parte accionante, hace alusión al dispositivo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en lo referente a la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 33 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, con que se identifica el elemento de seguridad, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables, dispositivo legal que prevé lo siguiente:

…

ARTICULO 91. (DEROGADO PRIMER PÁRRAFO, P.O. 11 DE JUNIO DE 2016)

Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:

I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta;

II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables;

III. Nombre y, en su caso, domicilio del infractor;

IV. Datos de identificación del vehículo;

V. Número, vigencia y clase de licencia para manejar;

VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga;

VII. La cita de los fundamentos legales o reglamentarios que acrediten la comisión de la infracción;

VIII. El importe correspondiente de la multa impuesta como sanción;

IX. El documento que retiene;

X. Nombre y firma de quien levanta la infracción, así como la firma del infractor, y

XI. En el supuesto de que el vehículo sea retenido, deberán asentarse las razones que motiven la retención, debiendo exponerse la debida fundamentación legal.

Cuando se trate de varias faltas cometidas en diversos hechos por un infractor, el elemento o agente las asentará en diferentes boletas, una por cada infracción.

Si el infractor se niega a firmar o a recibir la boleta de infracción levantada, o se encuentra ausente, se asentará esta circunstancia y se considerará como notificada, sin que esto invalide la boleta de infracción y sanción.

(Énfasis añadido)

Desprendiéndose del precepto trascrito que, de manera específica en su fracción II, establece la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 33 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, legislación la cual fue abrogada, en términos del artículo segundo transitorio de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 28 de marzo de 2012, resultando aplicable en el caso esta última legislación, toda vez que regula las figuras de las instituciones de los cuerpos de seguridad, para lograr eficacia en sus funciones, en estricto apego a los ordenamientos constitucionales y legales aplicables, la que en su numeral 34 prevé lo siguiente:

ARTICULO 34. "Los cuerpos de seguridad pública deberán dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los mismos, las cuales además, en su caso, tendrán inserta la autorización para la portación de arma de fuego, expedida por la Secretaría de la Defensa Nacional.

Las credenciales serán plásticas o de papel especial, con textura gruesa y enmicada, debiendo contener el nombre, grado, fotografía, huella digital, grupo sanguíneo, fecha de expedición, firma del interesado, clave de inscripción en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, y clave única del Registro de Población; así como, en su caso, la inscripción voluntaria de donación de órganos en caso de fallecimiento.

Esta credencial tendrá vigencia de seis meses; queda prohibido el uso de credenciales metálicas.

Estas deberán llevar en el reverso la firma del titular de los respectivos cuerpos de seguridad, para cumplir con los requisitos de la licencia oficial colectiva de portación de armas de fuego.

Los servidores públicos a que se refiere este artículo incurrirán en responsabilidad, cuando expidan credenciales a personas que no pertenezcan a las instituciones de seguridad pública."

Del precepto legal citado, se desprende que se indica la obligación de dotar al personal de seguridad pública, de credenciales que los identifiquen como miembros de los cuerpos de seguridad pública, sin embargo en el caso que nos ocupa, la autoridad emisora del acto impugnado, Policía Vial que la elaboró, no obstante de formar parte integrante de un cuerpo de seguridad pública, como lo es la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, se observa que las boletas de infracción impugnadas, mismas que se localizan en copia fotostática certificada a fojas 18, 19 y 20 del presente expediente, se desprende el siguiente texto, en la parte que interesa:

“…,EN MI CARÁCTER DE POLICIA VIAL EN EL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSI, IDENTIFICANDOME AL RESPECTO CON LA CREDENCIAL DE NÓMINA CON NÚMERO DE FOLIO (ilegible) EXPEDIDA A MI NOMBRE POR EL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI, CON VIGENCIA AL (ilegible)…”
(Lo resaltado es nuestro)

De la transcripción anterior, se advierte que el emisor se identifica ante el particular con la CREDENCIAL DE NOMINA, por lo que al no tratarse del documento a que alude el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, ni mucho menos reunir los requisitos que establece dicha disposición legal, para los efectos de la identificación plena como miembro del cuerpo de seguridad pública al que pertenece; por tanto se concluye válidamente que no se trata del documento idóneo para tener por satisfecho el requisito de identificación plena del oficial que elaboró la boleta de infracción impugnada, lo cual deja  en estado de indefensión al promovente de la presente controversia, al no cumplir con lo previsto en el artículo 91 fracción II, de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, relativo a la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, ello al identificarse con documento distinto al señalado en dicho numeral (credencial de nómina), lo cual impide constatar  si  la  persona  que  levantó  la  boleta  de infracción, se encuentra facultada de manera fehaciente, para llevar a cabo el acto de molestia, pues la circunstancia de que el funcionario que emitió la boleta de infracción impugnada,  omitió  identificarse plenamente con el documento idóneo, cumpliendo con la totalidad de los requisitos aludidos, hace ilegal el acto reclamado, pues constituye un vicio del procedimiento que afecta las defensas del particular y trasciende al sentido de la resolución impugnada, de conformidad con lo establecido por la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Así las cosas, esta Sala Unitaria concluye que resulta procedente, decretar la nulidad de los actos impugnados por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado, los requisitos a que se refiere el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en concordancia con lo establecido en el numeral 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, situación que deja en estado de indefensión al actor, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales.
En conclusión a las consideraciones vertidas con antelación, esta Sala Unitaria considera procedente la pretensión del accionante y en consecuencia, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDÉZ y por consecuencia la NULIDAD lisa y llana del acto impugnado, consistente en las boletas de infracción identificada con el folio **********y en términos de lo señalado por el artículo 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, este Tribunal procede a dejar las boletas de infracción reclamadas sin efecto legal alguno, por lo que a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, se ordena a la autoridad  que no se le cobre prestación alguna, por virtud de que al ser ilegal y decretarse la nulidad de la citada boleta de infracción, no procede se le haga cobro alguno.

Ahora bien, a efecto de restituir a la Parte Actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, en términos de lo dispuesto por el artículo 251 párrafo primero del citado Código, se ordena a las Autoridades Demandadas que devuelvan al actor la licencia de conducir y tarjeta de circulación que fueron  retenidas al momento de levantarse las infracciones impugnadas - folio **********-.

En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad de la boleta impugnada en el presente juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:

"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción II, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora sí probó los extremos de su acción, en consecuencia;
TERCERO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad lisa y llana de las boletas de infracción controvertidas con número de folio  **********, así como de sus consecuencias; por lo que se les deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de este fallo.
CUARTO.- Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.
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